
El rey ordena catastrar las Castillas en octubre de 1749

El mes de octubre de 1749 fue un
mes muy importante en los proyec-
tos de reforma estudiados por
Ensenada y propuestos al rey para
su aprobación. Si el día 10 le tocó
el turno al decreto de la única
contribución, el día siguiente fue
para la administración directa
de las rentas por cuenta de la Real
Hacienda a partir del siguiente 
1º de enero. Y el día 13 al restable-
cimiento de la Ordenanza de In-
tendentes, que se convertirán en
las primeras autoridades provincia-
les poco después. Para la intenden-
cia de Jaén se nombró al marqués
de Villaitre; para la de Burgos-
Cantabria-Rioja, al marqués de
Espinardo. (Todas las imágenes de
este panel son de BN).

E l llamado proyecto de única contribución fue sometido por
el rey al estudio y dictamen de 16 miembros de los Consejos

de Castilla, Hacienda, Indias y Órdenes (militares), y también al de
cinco Intendentes y el Regente de la Audiencia de Barcelona. Con
el dictamen negativo de los Consejos y positivo de los Intendentes,
el monarca consideró conveniente a los intereses de la Corona y
los Vasallos poner en marcha la averiguación catastral. Su decisión
se plasmó en el real decreto de 10 de octubre de 1749. El decre-

to se promulgó junto con una Instrucción de cómo habría de
hacerse el Catastro, a la que se agregaron una serie de modelos o
formularios de cómo habría de recogerse la información obteni-
da en las averiguaciones. Otros modelos deberían servir a todos los
vecinos como guía para hacer sus declaraciones de familia y bie-
nes. Estas declaraciones se conocen con los nombres de memo-
riales o relaciones.

El formulario de la dere-
cha se corresponde a
uno de los estados, el H,
dedicado al ganado.
Quienes lo diseñaron y
revisaron no se percata-
ron de que a cada pobla-
ción había que darle dos
filas, una para anotar las
cabezas de ganado de
cada especie y otra para
poner el valor catastral
que se les daba. Más
tarde hubo que corre-
girlo. (BN).



Bando, pregón, interrogatorio de 40 preguntas

Bando del intendente de la provincia de Córdoba,
Fernando Valdés y Quirós. Este intendente pasó en
1752 a Sevilla, cuyos intendentes recibían el título de
Asistentes desde antiguo. Abajo, primera página de
uno de los interrogatorios. Se imprimieron varios
miles de ellos, pues a cada población catastrada se
envió al menos uno. En muchos casos se encuaderna-
ron al principio de las Respuestas generales. (AGS).

L as averiguaciones de los pueblos las encomendó el rey a unos equipos, llamados audiencias, presididos
por el intendente –máxima autoridad de la provincia– o por un subdelegado suyo, y formadas al menos

por un escribano (con la función notarial de dar fe de cuanto ocurriese), uno o más oficiales (administrativos
con experiencia y buen manejo de los números), y dos o más escribientes o amanuenses, para ir pasando a
pliegos limpios la información dada en los memoriales. Las audiencias podían complementarse con hombres
prácticos que supieran de agrimensura, los llamados peritos en tierras, capaces de al verlas saber su calidad
y la cosecha que podía producir en años normales.
El primer acto de la averiguación en cualquier pueblo o ciudad consistía en promulgar un bando, como el que

se reproduce en este panel. En él se transmitía a los vecinos la orden del rey de que todos quedaban obliga-
dos a presentar una declaración de personas, familias y bienes, todo lo cual solía estar bien explicado en dicho
bando. Se especificaba también el plazo que se daba para presentar las declaraciones, que variaba entre 8 y
30 días. También se decía que la declaración debía ser bajo juramento. Y que los que no supieran escribir debí-
an conseguir que alguien les hiciera la declaración, que debía entregarse firmada por un testigo.
Mientras los vecinos preparaban sus memoriales, el alcalde –también llamado justicia– y algunos concejales

–llamados regidores o capitulares– debían reunirse con el intendente o subdelegado para contestar al inte-
rrogatorio de 40 preguntas. A ese acto solemne debía asistir el cura principal de la población, el escriba-
no de la audiencia y un grupo de peritos elegidos por el ayuntamiento o concejo, que debían ser ancianos u
hombres de mucha experiencia, en el sentido de que fuesen los mejores conocedores de las tierras, sus calida-
des, sus cosechas, ... Si el pueblo tenía procurador síndico, también solía asistir.
El escribano debía levantar acta a la letra, de lo que se respondiese al interrogatorio. El documento resultan-

te será uno de los más importantes del Catastro, y se le llama Respuestas generales.


